PODER JUDICIAL DEL ESTADO

SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA

SEGUNDA SALA

	NÚMERO DE TOCA
	FECHA EN QUE SE DICTÓ LA SENTENCIA

	124/2021
	San Luis Potosí, S.L.P., a 02 dos de septiembre de 2021 dos mil veintiuno.


VISTO, para resolver el RECURSO DE QUEJA inherente al Toca 124/2021, interpuesto por  ELIMINADO , contra el auto pronunciado el 29 veintinueve de junio del presente año, por el Juez Quinto de lo Familiar de esta Capital, el cual negó la admisión de la demanda planteada en el expediente 1043/2021, relativo a la Controversia Familiar por Otorgamiento de Pensión Alimenticia promovido por el citado quejoso, en contra de  ELIMINADO ; y,

R  E  S  U  L  T  A  N  D  O

PRIMERO. Por escrito presentado ante la Secretaría General de Acuerdos del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, compareció  ELIMINADO , ostentándose con el carácter de actor a interponer recurso de queja contra el auto de 29 veintinueve de junio del presente año, dictado por el Juez Quinto de lo Familiar de esta Capital, proveído por el cual, se negó la admisión de la demanda planteada en el expediente 1043/2021, relativo a la Controversia Familiar por Pensión Alimenticia, promovido por el aquí recurrente en contra de  ELIMINADO .

SEGUNDO. El Recurso de referencia se tuvo por recibido mediante auto de 07 siete de julio de 2021 dos mil veintiuno, y en el mismo se ordenó la formación del toca y registro correspondiente, empero reservándose su admisión hasta en tanto constara en autos el informe que de acuerdo a lo previsto por el artículo 973 de la Ley Adjetiva de la materia, corresponde rendir al Juez de la causa; asimismo, por auto de 14 catorce de julio del año en curso y que consta a foja 48 cuarenta y ocho frente, se tuvo por aclarando el nombre correcto del Licenciado  ELIMINADO , y no  ELIMINADO ; mediante auto de 05 cinco de agosto del año que transcurre, se tuvo al Juez Quinto de lo Familiar de esta Capital, Licenciado Ángel Gonzalo Santiago Hernández, por rindiendo el informe solicitado, justificándolo con el testimonio de constancias deducidas del expediente 1043/2021 que acompañó al mismo, por lo que se tuvo por admitido en tiempo y forma el recurso de queja interpuesto; y no habiendo trámites procesales pendientes por desahogar, se ordenó remitir el presente asunto al Magistrado en turno, Juan Paulo Almazán Cue, para la formulación del correspondiente proyecto de resolución; sin embargo, por auto de 18 dieciocho de agosto de dos mil veintiuno, se ordenó notificar a las partes la nueva integración de este Cuerpo Colegiado, ordenándose que una vez hecho lo anterior, se devolvieran los autos al Magistrado Ponente para que formulara el proyecto de resolución correspondiente; y,

C O N S I D E R A N D O


PRIMERO. Competencia.


Este Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado es competente para resolver el presente recurso de queja, pues así lo estipulan los ordinales 11, 14, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, en relación con el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles vigente en la Entidad.


SEGUNDO. Trámite.

El procedimiento seguido, se encuentra establecido en los artículos 971, fracción I, y 973 de la Legislación Adjetiva Civil; y, 17, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, toda vez que la recurrente se duele de la no admisión de la demanda.

TERCERO. Oportunidad del recurso.

El recurso de queja en estudio, se presentó oportunamente. 

En efecto, en fecha 30 treinta de junio del año en curso, el actuario judicial notificó por lista a las partes, el auto de 29 veintinueve de junio de 2021 dos mil veintiuno; proveído que negó admitirle la demanda.

En ese contexto, el término de tres días hábiles para inconformarse contra el auto denegatorio inició el día 02 dos y concluyó el 06 seis de julio de 2021 dos mil veintiuno, como consta en la certificación realizada por la Secretaria General del Supremo Tribunal de Justicia del estado el 05 cinco de agosto de 2021 dos mil veintiuno.

Por tanto, si el promovente en la referida controversia familiar interpuso el recurso de queja en estudio mediante escrito presentado el 06 seis de julio del año que transcurre, se tiene que el recurso en comento fue promovido el tercer día del plazo legal y, por consiguiente, en tiempo, con fundamento en el artículo 973, primer párrafo, del Código de Procedimientos Civiles.

Asimismo, cabe destacar que, en el escrito de queja, el recurrente expresó los agravios que le causó el auto impugnado; proveído contra el que, efectivamente, resulta oponible el recurso de queja, al tenor del numeral 971, fracción I, de la legislación procesal en consulta.

CUARTO. Fijación de la Litis

Previo al estudio de los motivos de disenso vertidos por  ELIMINADO , es necesario resaltar que en la especie no se suplirá la deficiencia de los agravios, aun cuando se está en presencia de un acto de naturaleza familiar en que se reclaman alimentos, ya que únicamente se autoriza hacerlo a favor de menores de edad o incapaces, e incluso adultos mayores, características de las cuales carece dicho impetrante, dado que es mayor de edad, ya que cuenta con 18 años cumplidos, aunado a que no refiere ninguna característica de persona vulnerable que debamos atender. Además, el auto reclamado no se funda en leyes declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no se advierte la existencia de una violación manifiesta a la ley que haya dejado sin defensa al quejoso, ni que se encuentre en clara desventaja social para su defensa en el juicio por condición de pobreza o marginación. 

Sustenta lo anterior la jurisprudencia emitida en la Décima Época por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 2, página 1040, Tesis XX.2o. J/31 (9a.), registro digital 160257, de rubro y texto:

“ALIMENTOS. POR REGLA GENERAL, NO PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA A FAVOR DEL DEUDOR ALIMENTISTA O ACREEDOR ALIMENTARIO MAYOR DE EDAD CON CAPACIDAD JURÍDICA, SALVO QUE SE ACTUALICE ALGUNO DE LOS SUPUESTOS QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIONES I O VI, DE LA LEY DE AMPARO. Cuando el juicio de amparo derive de una controversia civil de alimentos y el quejoso sea el deudor alimentista o acreedor alimentario, mayor de edad y no se encuentre acreditado que padezca alguna incapacidad jurídica; de acuerdo con la fracción V del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, interpretada en sentido contrario, el estudio de los motivos de inconformidad debe realizarse de acuerdo con el principio de estricto derecho, el cual obliga al juzgador a limitar su estudio, teniendo como límite lo expuesto, ya sea en los conceptos de violación o en los agravios, sin ir más allá, esto es, el Juez habrá de circunscribirse a la litis planteada, sin poder manifestar de propia iniciativa algún vicio que se advierta, sino en virtud de que así se haya hecho valer a través del razonamiento respectivo, salvo cuando se actualice alguno de los supuestos de suplencia de la queja previstos en las fracciones I o VI del numeral citado, esto es, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, o se advierta que ha habido en su contra una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa. Por las razones expuestas, este órgano jurisdiccional se aparta del criterio sostenido en la jurisprudencia XX.2o. J/25, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, septiembre de 2007, página 2353.”.

Por tanto, el análisis del acto reclamado debe ceñirse a los conceptos de agravios contenidos en el escrito de queja, ante la imposibilidad de suplir la queja deficiente; empero, sin soslayar los aspectos mínimos que un juez debe revisar a fin de admitir o no una demanda. 

Asimismo, cabe destacar que, por técnica jurídica, el análisis de los motivos de disenso se realizará en un orden diverso, dado que la única limitación que existe es que se estudien todos los puntos materia de debate. 

Es aplicable al caso la jurisprudencia emitida en la Décima Época por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018, Tesis (IV Región) 2o. J/5 (10a.), registro digital 2011406, que indica: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.

En ese orden, el escrito de agravios formulado por  ELIMINADO , es del tenor literal siguiente: 

“[…]HECHOS: 1.- Con fecha 26 de junio de 2021 ante la Oficialía de Partes Común presenté demanda de pensión alimenticia y pensión alimenticia retroactiva en contra del C.  ELIMINADO , la cual fue turnada al Juzgado Quinto del Ramo Familiar en el primer distrito judicial en el Estado, en donde le fue asignado el número de expediente 1043/2021, la cual me permito anexar en copia simple, para que surta los efectos legales a que haya lugar.

2.- Es el caso que con auto de fecha 29 de junio de 2021, el cual fue publicado en lista de acuerdos el día 30 de junio de 2021, el Juez Quinto del Ramo Familiar me niega la admisión de la demanda bajo el argumento de,  ELIMINADO  Dicha determinación me causa agravios, los cuales me permito manifestar a continuación.

-AGRAVIOS-

ÚNICO. - ME CAUSA AGRAVIO el hecho que, el Juez de Referencia deja de atender y observar Derechos Humanos, Derechos Fundamentales y Garantías Procesales a favor del suscrito pues, aunque ciertamente la Ley Sustantiva Familiar vigente en el Estado establece en el numeral 158 que,  ELIMINADO  que se relaciona con el artículo 145 del mismo ordenamiento, que establece que  ELIMINADO  sin embargo, de ninguna de las anteriores disposiciones se establece que, para demandar el derecho alimentario, el acreedor deba contar con los apellidos del deudor alimenticio, pues de lo contrario la disposición no solamente sería inconstitucional sino inconvencional, y que el Juez Quinto del Ramo Familiar al no haber admitido mi demanda ha dejado de atender y observar los Derechos Humanos, Derechos Fundamentales y Garantías Procesales de los cuales soy titular, causándome no solamente un agravio, sino que además, me genera una transgresión a mi esfera jurídica de derechos, dejándome en un evidente estado de indefensión; de lo anterior se advierte una violación por parte del Juez Quinto del Ramo Familiar, a la obligación impuesta por mandato constitucional, establecida en el artículo I, párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos, atento a la función de  ELIMINADO A lo anterior, cabe señalar que, como ha quedado señalado en mi escrito inicial de demanda, han transcurrido 18 años desde mi nacimiento, y durante todo este tiempo he formado una identidad personal propia, como resultado de un libre desarrollo de la personalidad, frente a la ausencia de mi padre biológico y la falta de reconocimiento de su paternidad ante la Oficialía del Registro Civil en el año de 2002. Por lo tanto, mi nombre lleva los apellidos de mi señora madre, es decir “ ELIMINADO ”, de tal modo que, optar en una primera instancia para reclamarle a mi demandado el Reconocimiento de Paternidad o que en su defecto la autoridad Judicial lo estableciera como requisito de procedencia, como ha sucedido, de la demanda que he presentado, se estarían violando mis derechos humanos, entre ellos el Derecho a la Identidad Personal como resultado del Libre Desarrollo de la Personalidad.

De lo anterior, se concluye que no es mi deseo reclamarle a mi demandado el reconocimiento de paternidad, sin embargo, esto no lo exime de cumplir con sus obligaciones alimenticias, pues precisamente para eso, en el escrito inicial de demanda, se ofreció la prueba en materia de genética y otras, las que se encargan de demostrar, que el demandado es mi padre biológico. Si bien es cierto, el artículo 145 del Código Familiar vigente en el Estado establece que  ELIMINADO  esta primera parte del artículo en comento, no señala como requisito, el reconocimiento de la paternidad por medio de un juicio previo, por lo que solicito a esta Autoridad Judicial que dicho numeral sea interpretado en todo lo que a mis intereses convengan, de conformidad con los PRINCIPIOS DE CONVENCIONALIDAD y  ELIMINADO . A la par de dicha disposición y a la luz de los principios de referencia, se encuentra mi Derecho a la Identidad Personal como resultado del Libre Desarrollo de la Personalidad, por lo que solicito a esta Autoridad Judicial que de conformidad con el Artículo 1, párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos, atento a la función de  ELIMINADO  que le otorga dicho precepto, y en un ejercicio de ponderación de derechos, solicito se ordene al Juez Quinto del Ramo Familiar el trámite de mi demanda, y por consecuencia su respectiva radicación y emplazamiento a mi demandado.

En este sentido la Convención Americana sobre Derechos Humanos en el artículo 18, establece que  ELIMINADO , que en el caso particular, el suscrito tiene los apellidos de mi madre, con los que he formado una identidad personal propia, por lo tanto, al ser un derecho humano del cual soy titular, no me puede ser privado del mismo para cumplir con un presupuesto procesal innecesario, como lo puede ser el juicio precio de reconocimiento de paternidad, para acceder al derecho humano de alimentación, y al cual está obligado mi demandado.

De todo lo anterior, se puede advertir que no existe impedimento legal ni de ninguna naturaleza, para que esta Autoridad Judicial ordene el Juez Quinto del Ramo Familiar, la radicación de la demanda que presenté en la fecha que ha quedado indicada.

De lo anterior, se pueden advertir dos derechos fundamentales y humanos; por una parte, el derecho humano a la Identidad Personal como resultado del Libre Desarrollo de la Personalidad y, por otra parte, el derecho de alimentos. De los cuales, solicito a esta Autoridad Judicial realice un ejercicio de ponderación entre ambos derechos, observando en todo momento el Principio de Convencionalidad y Pro-Homine.

1.- Derecho a la identidad personal como derecho fundamental y humano:

Aunque el derecho a la identidad se ha desarrollado en mayor medida en el caso de los menores de edad, reconociéndose expresamente su estatus como derecho fundamental, el cual puede derivarse tanto el artículo 1° constitucional como de los diversos tratados internacionales que protegen a los derechos de la niñez, tiene razón la recurrente en el sentido de que la identidad no es un derecho exclusivo de los niños, sino que en tratándose de los mismos adquiere mayor relevancia ya que impone al juzgados un especial peso al momento de su ponderación frente a otros derechos. El derecho a la identidad personal, ha sido definido por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte como el derecho de la persona a tener sus propios caracteres, físicos e internos y sus acciones, que lo individualizan ante la sociedad. Así, la identidad personal es el conjunto resultado de todas aquellas características que permiten individualizar a una persona en la sociedad, es todo aquello que hace ser “uno mismo” y no “otro” y se proyecta hacia el exterior, permitiendo a los demás conocer a esa persona y, de ahí, identificarla. En cuanto a lo jurídico, la importancia del conocimiento del propio origen está ligada a las consecuencias legales que dicha información puede generar. En diversos precedentes la Suprema Corte de Justicia ha establecido que el derecho a la identidad comprende al derecho a tener un nombre, una nacionalidad y una filiación.

2.- Derecho a recibir alimentos:

Los alimentos son los satisfactores que, en virtud de un vínculo reconocido por la ley, una persona con capacidad económica debe proporcionar a otra que se encuentra en estado de necesidad, a efecto de que esta última cuente con lo necesario para subsistir y vivir con la dignidad.

Los atributos esenciales de los alimentos son; 1. Satisfactores necesarios para subsistir; 2. Constituyen un deber-derecho; 3. Tienen su origen en un vínculo legalmente reconocido; 4. Obedecen a la capacidad económica de uno de los sujetos, y el estado de necesidad del otro.

Respecto al atributo tercero, los alimentos encuentran su razón de ser en los principios de ayuda y asistencia mutua que nacen de vínculos reconocidos y sancionados por la ley, como son el parentesco, razón por la cual la obligación de dar alimentos se ha considerado como un vínculo que une de manera recíproca a los miembros de una familia, a efecto de que se provea lo necesario para la subsistencia, de quienes la integran.

Ahora bien, de lo que se advierte que dicho parentesco no requiere de reconocimiento previo, para exigir del deudor alimenticio, a través de una demanda, el cumplimiento frente al acreedor. Pues el vínculo reconocido y sancionado por la ley, existe, y el cual será aprobado en juicio de conformidad con las garantías procesales de las que soy titular. Situación que incluso se desprende de los numerales 145 y 158 del Código Familiar vigente en el Estado, al no señalar expresamente dicho requisito de procedencia de la demanda que promoví.

De lo anterior se desprende, que el TITULAR DEL JUZGADO QUINTO FAMILIAR DEL PRIMER DISTRITO JUDICIAL EN EL ESTADO, ha dejado de observar los Derechos Humanos, Derechos Fundamentales y Garantías Procesales de los cuales soy titular, así como la obligación que tiene de atender, en este caso en particular, los diversos criterios establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como lo establecido por el artículo 1, párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; debiendo haber RADICADO y ORDENADO EL EMPLAZAMIENTO de la demanda que el suscrito promovió, por así ser legal y ajustado al marco normativo de la materia.

En este sentido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido el siguiente criterio Jurisprudencial, y el cual sirve de sustento a la acción intentada por el suscrito.

Novena Época. Registro digital: 165821. Instancia: Pleno. Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Diciembre de 2009, Materias(s): Civil, Constitucional. Tesis: P. LXVII/2009. Página 7.

‘DERECHOS A LA INTIMIDAD, PROPIA IMAGEN, IDENTIDAD PERSONAL Y SEXUAL. CONSTITUYEN DERECHOS DE DEFENSA Y GARANTÍA ESENCIAL PARA LA CONDICIÓN HUMANA. (…se transcribe…)’.

Así mismo por lo establecido en el siguiente criterio:

Registro digital: 2000340. Instancia: Primera Sala. Décima Época. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a. XLV/2012 (10a.). Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 1, página 273. Tipo: Aislada

‘DERECHO A LA IDENTIDAD PERSONAL. EL CONOCIMIENTO DEL ORIGEN BIOLÓGICO DE LA PERSONA TIENE TRASCENDENCIA PSICOLÓGICA Y JURÍDICA PARA EL INDIVIDUO. (…se transcribe…)’. […]”.

Por su parte, el auto de 29 veintinueve de junio de 2021 dos mil veintiuno, es del tenor literal siguiente: 
“[…]Por recibida la demanda presentada en la Oficialía de Partes Común de este Supremo Tribunal de Justicia del Estado a las 08:31 ocho horas con treinta y un minutos del día 25 veinticinco de junio de los en curso, y recibida en la subsecretaría de este juzgado el día 28 veintiocho del mismo mes y año, a las 09:40 nueve horas con cuarenta minutos; regístrese en el Libro de Gobierno que para tal efecto se lleva en este juzgado bajo el número que le corresponda. –

Con el escrito que antecede, documentos y copias simples exhibidas, téngase por presentado escrito signado por  ELIMINADO , mexicano, mayor de edad, señalando como domicilio para oír y recibir notificaciones el ubicado en calle  ELIMINADO  y autorizando para recibirlas en su nombre y representación en términos del amplios (sic) del numeral 118 del Código de Procedimientos Civiles a los  ELIMINADO , quienes deberán apersonarse en horario hábil de este juzgado, dentro de los siguientes tres días a la notificación del presente proveído a fin de aceptar y protestar el cargo que les es conferido por el promovente, lo cual podrán realizar por escrito de igual forma, esto con el propósito de evitar aglomeraciones en este juzgado, prevenidos que de no hacerlo, únicamente se les dará intervención en la presente causa en términos restringidos del artículo en comento.

Visto su dé cuenta, y una vez analizado el mismo, dígasele al accionante que esta autoridad determina NO ADMITIR su demanda de alimentos, toda vez que carece de legitimidad para ejercitar dicha acción, ya que de los anexos que acompaña, no se acredita de manera fehaciente el origen de la obligación de  ELIMINADO , para proporcionarle los alimentos que requiere, tal como lo presupone el arábigo 158 del Código Familiar del Estado, por lo que al no encontrarse en estos supuestos, es que se llega a esta conclusión; teniéndose por no presentada la demanda de mérito, recobrando las cosas el estado que tenían antes de la presentación de la misma, por lo que en consecuencia archívese como asunto concluido, en tal sentido instrúyase a la Subsecretaria Administrativa de este Juzgado a efecto de que haga las anotaciones conducentes en los libros de gobierno respectivos; por lo que REQUIÉRASE a  ELIMINADO , con el fin de que dentro de los 30 treinta días naturales contados a partir de la notificación del presenta auto solicite la devolución de sus documentos, pruebas, sobre cerrado y muestras que haya aportado a juicio, APERCIBIDO para el caso de no hacerlo, de conformidad con lo estipulado en el artículo 82 del Reglamento General de Archivos del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí, se procederá a la destrucción del expediente.- NOTIFÍQUESE.- […]”.

QUINTO. Estudio

Ahora bien, examinados que fueron los motivos del A quo (reiterados en el Informe correspondiente que le fue requerido durante la tramitación del presente recurso de queja) para no admitir la demanda de alimentos hecha valer por  ELIMINADO , así como los agravios expresados por la parte quejosa; para las y los integrantes de este Pleno resultan infundados, por las razones que se examinarán a continuación.

Al efecto, se señalan los antecedentes del caso concreto, los cuales constan en autos y son del tenor siguiente: 

(  ELIMINADO  por propio derecho demandó en la vía de controversia familiar a  ELIMINADO , el pago de una pensión alimenticia provisional y en su momento definitiva, bajo el argumento toral de que su madre  ELIMINADO  mantuvo una relación sentimental con el demandado, entre los años 2001 dos mil uno y 2002 dos mil dos, que la data del nacimiento del promovente es del 24 veinticuatro de septiembre de 2002 dos mil dos; así como que la parte reo nunca se presentó ante el Oficial del Registro Civil a reconocer su paternidad. 

( Por auto de 29 veintinueve de junio de 2021 dos mil veintiuno, el Juez de Origen negó la admisión de la demanda de alimentos hecha valer por el quejoso.

( Inconforme con la determinación anterior, la parte actora promovió el presente recurso de queja.

 
Ahora, de los antecedentes reseñados, podemos observar que el punto jurídico a dilucidar por este órgano colegiado, consiste en determinar si fue legal que el Juzgador negara la admisión del escrito de demanda. 

A efecto de exteriorizar las razones del porqué deviene infundados los agravios en estudio, conviene traer a colación que los alimentos se encuentran regulados entre otros numerales por el arábigo 145 del Código Familiar del Estado, en los siguientes términos: 

“ARTÍCULO 145. La madre y el padre están obligados a dar alimentos a sus hijas o hijos. A falta o por imposibilidad de ambos, la obligación recae en los ascendientes más próximos en grado, por ambas líneas, simultáneamente.” 

Si bien es cierto, que el juzgador para los efectos de admitir una demanda tendrá que hacer un análisis del contenido del artículo 253 en correlación con los numerales 91 y 92 de la Ley Adjetiva Civil, también es cierto que su estudio no se limita a ello únicamente, sino que también tal como lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 18/2012, los presupuestos procesales constituyen requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni tramitarse válidamente o con eficacia jurídica algún proceso, y ello además tiene su esencia en la tesis de registro digital 2019773, que habla sobre la demanda y su control liminar formal y material, así como de la potestad in limine de no admitir una demanda cuando se requiera un cierto presupuesto procesal necesario como ocurre en el presente caso. Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis I.3o.C.362 C (10a.), emitida en la Décima Época, por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2557, registro digital 2019773, bajo el rubro y texto siguientes: 

“DEMANDA. SU CONTROL LIMINAR FORMAL Y MATERIAL. La potestad de rechazar in limine (ab initio), la demanda, no tiene por qué suponer un obstáculo al ejercicio de los derechos fundamentales. Como lo han reconocido la doctrina y la jurisprudencia, el derecho de acceso a la jurisdicción no tiene un carácter absoluto susceptible de ser satisfecho al margen de las condiciones o requisitos que impone el ordenamiento. En efecto, una vez deducida una determinada pretensión, el Juez no queda automáticamente conminado a pronunciarse sobre el fondo de ella, como tampoco tiene el deber de promover un proceso en forma íntegra. Es en este contexto que surge lo que se ha denominado "control liminar de la demanda", ejercicio que se realiza desde dos perspectivas diversas, a saber: una formal y otra material. La primera de esas perspectivas parte de aceptar que el ordenamiento puede establecer ciertos presupuestos necesarios para que nazca el deber del Juez de pronunciarse sobre el fondo del asunto, prescribir cauces formales que los ciudadanos deben observar imperativamente si quieren la tutela de sus derechos e intereses legítimos. Es el caso, por ejemplo, de los presupuestos procesales o la exigencia de ciertas formas necesarias de las cuales debe estar revestido el acto de demanda; por ende, el primer control que debe superar una determinada pretensión es respecto a su forma, es decir, el cumplimiento de todos los presupuestos legalmente previstos para que una demanda pueda ser admitida a trámite. El resultado de este control puede ser positivo o negativo; si es positivo, esto es, si el acto inicial del proceso reúne las previsiones legales formales se admitirá a trámite, por el contrario, si el acto inicial no es apto para satisfacer las exigencias formales, el tribunal deberá conceder un plazo para subsanarlo. Este primer control se desarrolla de modo paralelo al de los presupuestos procesales y constituyen juicios netamente formales que se generan previo a cualquier análisis sobre el fondo de la pretensión. Este control está relacionado con la potestad del Juez de sanear o limpiar el proceso lo más pronto posible, para desembarazarlo de impedimentos y óbices formales, y facilitar el proceso a las etapas vinculadas al mérito. Por su parte, la comprensión del segundo control (material) parte de aceptar que, en el desarrollo normal del iter procesal, el Juez no se relaciona con la procedencia de la pretensión, sino una vez que el proceso ha concluido en sus etapas de alegación y prueba. Sólo en ese instante tendrá el material necesario para emitir un juicio jurídico sobre el acogimiento de la pretensión con base en los hechos y pruebas rendidas. No obstante, el control liminar material de la demanda permite y obliga al Juez a efectuar un juicio prematuro de hipotética acogibilidad de la pretensión, que se manifiesta sin otro antecedente que la sola relación de la demanda. Es decir, una vez comprobada por el Juez la concurrencia de los presupuestos procesales, corresponde efectuar un control de la proponibilidad o fundamento intrínseco de la acción como ha sido propuesta. A diferencia del control formal, el juicio de fundabilidad opera con elementos que corresponden al derecho material, con los preceptos sustanciales llamados a zanjar la litis en la sentencia definitiva. Dicho control es dable hacerlo, por ejemplo, cuando los hechos de la demanda aparezcan inapropiados para obtener la tutela pretendida –el actor no alegó el dominio del bien cuando ejerció la acción reivindicatoria–, o cuando los hechos hayan sido erróneamente calificados –el actor interpuso una acción reivindicatoria alegando ser poseedor del bien–.”.

Entonces, de la transcripción del precitado artículo 145 del Código Familiar, se tiene que, contrario a lo que aduce el quejoso, el requisito mínimo para la procedencia de la admisión de la demanda de acción de alimentos puesta en ejercicio por el recurrente, es el justificar el derecho a percibirlos, por lo que, necesariamente en esta etapa inicial, le corresponde a la parte actora justificar la calidad de acreedor alimentario respecto del demandado, ello, con la correspondiente copia certificada del acta de nacimiento, o derivado de una resolución judicial que declare la paternidad.
 

Dispositivo que pone de manifiesto que, para poder gozar de tal derecho, la ley señala que debe cumplirse con un requisito previo, ya sea la exhibición del acta del Registro Civil sobre parentesco, o la resolución judicial que declare la paternidad. 

No obstante, hay que tomar en cuenta que tal artículo surge a la par de las normas sustantivas sobre los alimentos, contenidas del artículo 140 al 167 del Código Familiar para el Estado, los cuales contienen una serie de reglas para entender los grados y preferencias en el derecho a otorgar y gozarlos. 

De esta forma, no hay duda, en definitiva, que las posiciones de acreedor y deudor alimentario deriven de documentos públicos inscritos en el Registro Civil, para lo cual, las actas son una prueba material de su existencia. 

Lo anterior guarda correlación con el artículo 3º de la Ley del Registro Civil, que dispone que el Registro Civil mediante la inscripción de los actos y hechos constitutivos, modificativos y extintivos del estado civil de las personas, hará que surtan efectos contra terceros haciendo prueba plena en todo lo que el oficial, en el desempeño de sus funciones de fe de haber pasado en su presencia, sin perjuicio de las acciones que en contrario concedan las leyes; disposición que señala que el estado civil y filiación solo se comprueba por las actas relativas del registro, por lo cual las actas del registro civil son prueba idónea, según la propia legislación. 

Por lo que, como en el caso concreto, el quejoso demanda al señor  ELIMINADO , el pago de una pensión alimenticia, virtud de que manifiesta que su madre mantuvo una relación con éste, y que de dicha relación procrearon al aquí recurrente, en principio, cabe señalar que para pedir el pago de dicha pensión alimenticia, se encuentra sujeto a que exista un reconocimiento de paternidad o que de dicho juicio se desprenda un principio de prueba en relación con la filiación, el cual puede ser la propia presunción que se desprenda en dicho juicio, surgida como sanción por razones imputables al presunto progenitor al no haberse desahogado la prueba pericial respectiva.

De esa forma, entratándose de la admisión de la demanda en la que se hace valer la acción de alimentos provisionales y en su momento definitivos, en términos de los arábigos 145 y 158 del Código Familiar para el Estado, el juzgador deba lógicamente atender a las pruebas que se aportan como documentos fundatorios de la acción, conforme a lo que dispone el artículo 92 del Código de Procedimientos Civiles. 

De tal forma, que el acreedor alimentario debe acreditar el vínculo familiar con que se ostenta. 

Ahora bien, en el caso concreto, el Juez de Origen consideró que el recurrente carece de legitimidad para ejercitar la acción de alimentos, ya que de los anexos que acompañó el accionante, no se acreditaba de manera fehaciente el origen de la obligación de la parte demandada, para proporcionarle los alimentos que solicitaba, como lo dispone el artículo 158 del Código Familiar del Estado y, por ende, decretó la inadmisibilidad de la demanda, lo cual, aun cuando resulta desacertado, ello no es óbice para llegar al mismo resultado, dado que este Órgano Colegiado considera más bien que al no estar acreditada la relación paterno-filial que aduce el accionante con la parte demandada, lo que carece la parte actora es de interés, ello, de conformidad en lo dispuesto por el artículo 1º, fracción IV, de la Ley Adjetiva de la Materia, que establece que el ejercicio de las acciones civiles requiere entre otras condiciones, el interés en el actor para deducirlas, por lo que, al no haber acreditado la relación paterno-filial con su progenitor, como lo dispone el citado numeral 158, fracción I, del Código Familiar, que establece que tiene acción para pedir el aseguramiento de los alimentos, quien sea acreedor alimentario,  lo cual, como ya se señaló no se encuentra acreditado; asimismo, como lo señala el referido numeral 1º de la Ley Procesal de la Materia, falta el requisito del interés siempre que no pueda alcanzarse el objeto de una acción, aun suponiendo favorable la sentencia, lo cual, de igual forma se actualiza, virtud que, las pruebas que se desahoguen en el juicio deben tener pertinencia, idoneidad  y suficiencia para comprobar los hechos que se narran en la demanda; hechos conforme a los cuales debe establecerse correctamente la acción ejercitada; entonces, si su única pretensión en el ejercicio de la acción de alimentos en el juicio es la obtención de los mismos, cualquier otra prueba tendente a demostrar otra cuestión fáctica no pudiera ser admisible en ese marco de pretensiones, como es la presunta paternidad del demandado, por lo que, para justificar el derecho a la pensión alimenticia solicitada, debió deducir la acción de paternidad en el juicio de mérito dado que no se puede hacer la declaración correspondiente de la constitutiva de derechos que da origen a los mismos en el juicio de alimentos, esto es, no es factible pronunciarse en esta vía respecto a la filiación que aduce el accionante con el demandado, por ende, el quejoso no podría obtener una sentencia favorable, ante el ejercicio de la acción limitada en el juicio de origen únicamente a la acción de alimentos, impidiendo que se origine la premisa mayor, que es la relación de parentesco con la parte reo.

Asimismo, deviene importante señalar que, el propio quejoso refiere tanto en su ocurso de demanda, como en los agravios hechos valer en el recurso de mérito, que no es su deseo reclamarle a su demandado el reconocimiento de paternidad, por lo que, ante dicha manifestación expresa se está ante la imposibilidad de reencausar la pretensión del accionante ni prevenirlo para ello; por tanto, la resolución que se dicte ante la falta de interés no podría alcanzar el objeto de la acción, al no haber acreditado el requisito mínimo indispensable para la operación del derecho de alimentos, que en el caso concreto sería el parentesco por consanguineidad con la parte demandada; por tanto, se insiste, al no encontrarse probada la relación paterna-filial del accionante  ELIMINADO  con la parte demandada  ELIMINADO , deviene inadmisible la acción de alimentos hecha valer por la parte demandante.

Asimismo, como diverso motivo de agravio el quejoso manifiesta que el numeral 145 de la Ley Sustantiva Familiar, sea interpretado en todo lo que a sus intereses convenga bajo los principios de convencionalidad y pro homine, contemplados en el artículo 1 Constitucional. 

Manifestación que deviene equívoca, toda vez que, de dicho artículo no se desprende que exista una presunción legal respecto a la relación paterno-filial que aduce el quejoso, porque dicho artículo únicamente establece el derecho de los hijos a recibir alimentos por parte de sus progenitores, empero, no una presunción legal sobre su existencia misma, como se corrobora con la transcripción del artículo: 

“ARTÍCULO 145. La madre y el padre están obligados a dar alimentos a sus hijas o hijos. A falta o por imposibilidad de ambos, la obligación recae en los ascendientes más próximos en grado, por ambas líneas, simultáneamente.”

Sin que este Tribunal Colegiado observe de qué forma la vinculación de dicha norma con los principios de convencionalidad y pro homine conlleven a establecer una presunción sobre la existencia de dicha relación de filiación, ya que dichos principios en modo alguno pueden ser constitutivos de "derechos" alegados o dar cabida a las interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho aplicables, ni pueden derivarse de éstas. 

Tampoco implican que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de llevar a cabo sus atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que venían desempeñándolas antes de la reforma, sino que dichos principios sólo conllevan, en el caso del principio pro homine a que si en los instrumentos internacionales existe una protección más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica que se analice, ésta se aplique, sin que tal circunstancia signifique que dejen de observarse los diversos principios constitucionales y legales que rigen su función jurisdiccional; tratándose del oficioso, el órgano jurisdiccional al advertir disconformidad de la norma aplicable o el acto de autoridad, con los derechos humanos reconocidos, deberá pronunciarse al respecto, sin embargo, ello no ocurre en el presente caso. 

Tiene aplicación al caso, la siguiente tesis de jurisprudencia: Época: Décima Época Registro: 2006485 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 6, Mayo de 2014, Tomo II Materia(s): Constitucional Tesis: 2a./J. 56/2014 (10a.) Página: 772 

“PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. SU CUMPLIMIENTO NO IMPLICA QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES NACIONALES, AL EJERCER SU FUNCIÓN, DEJEN DE OBSERVAR LOS DIVERSOS PRINCIPIOS Y RESTRICCIONES QUE PREVÉ LA NORMA FUNDAMENTAL. Si bien la reforma al artículo 1o. de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, implicó el cambio en el sistema jurídico mexicano en relación con los tratados de derechos humanos, así como con la interpretación más favorable a la persona al orden constitucional -principio pro persona o pro homine-, ello no implica que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que venían desempeñándolas antes de la citada reforma, sino que dicho cambio sólo conlleva a que si en los instrumentos internacionales existe una protección más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica analizada, ésta se aplique, sin que tal circunstancia signifique que, al ejercer tal función jurisdiccional, dejen de observarse los diversos principios constitucionales y legales -legalidad, igualdad, seguridad jurídica, debido proceso, acceso efectivo a la justicia, cosa juzgada-, o las restricciones que prevé la norma fundamental, ya que de hacerlo, se provocaría un estado de incertidumbre en los destinatarios de tal función.”.

Así como la diversa: Época: Décima Época Registro: 2004748 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 2 Materia(s): Constitucional Tesis: 1a./J. 104/2013 (10a.) Página: 906 

“PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA NECESARIAMENTE QUE LOS ARGUMENTOS PLANTEADOS POR LOS GOBERNADOS DEBAN RESOLVERSE CONFORME A SUS PRETENSIONES. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 799, con el rubro: "PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE.", reconoció de que por virtud del texto vigente del artículo 1o. constitucional, modificado por el decreto de reforma constitucional en materia de derechos fundamentales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, el ordenamiento jurídico mexicano, en su plano superior, debe entenderse integrado por dos fuentes medulares: a) los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, b) todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. También deriva de la aludida tesis, que los valores, principios y derechos que materializan las normas provenientes de esas dos fuentes, al ser supremas del ordenamiento jurídico mexicano, deben permear en todo el orden jurídico, y obligar a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. Sin embargo, del principio pro homine o pro persona no deriva necesariamente que las cuestiones planteadas por los gobernados deban ser resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni siquiera so pretexto de establecer la interpretación más amplia o extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese principio puede ser constitutivo de "derechos" alegados o dar cabida a las interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho aplicables, ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a las últimas que deben ser resueltas las controversias correspondientes.” 

Asimismo, este Órgano Colegiado considera que la sola manifestación de la parte actora en su escrito de demanda en relación a que su progenitora tuvo una relación sentimental con el demando  ELIMINADO  entre los años 2001 dos mil uno y 2002 dos mil dos, y que de dicha relación nació el accionante el 24 veinticuatro de septiembre de 2002 dos mil dos y que la parte reo no reconoció su paternidad ante el Oficial del Registro Civil; como ya se señaló, el accionante estaba constreñido a acreditar dicha relación paterno-filial que aduce tener con la parte demandada, con los documentos fundatorios de su acción, conforme a lo dispuesto por el artículo 92 del Código de Procedimientos Civiles de la entidad. 

En ese mismo tenor, los documentos que aportó al tópico fueron:

( Acta de nacimiento de  ELIMINADO .

( Constancia de proceso terapéutico de  ELIMINADO .

( Ficha de pago expedida por la Universidad Autónoma de San Luis Potosí a nombre de  ELIMINADO .

( Pase a examen psicométrico del Proceso de Admisión de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí a nombre de  ELIMINADO .

( Constancia de estudios expedida por la Directora del Plantel No. II, Real de Minas, a favor de  ELIMINADO .

( Historial académico expedido por el Director del Plantel No. II, Real de Minas, a favor de  ELIMINADO .

(Once fotográficas. 

Es nítido que ninguno de los documentos descritos tiene el alcance de acreditar la relación paterno-filial que aduce  ELIMINADO  con el demandado  ELIMINADO .

Porque, en relación con la copia certificada de nacimiento de  ELIMINADO , únicamente justifica el mismo, empero, ello no es un nexo causal ni siquiera probable de que dicho nacimiento fue producto de la relación sentimental del demandado con la madre del accionante, por tanto, lo cierto es que de ningún documento aportado se advierte la filiación aducida por el accionante. 

No obstante ello, cabe señalar que si bien, el quejoso en su escrito inicial de demanda por tratarse de una controversia familiar, ofreció la prueba confesional con cargo al demandado, pericial en materia de genética, pericial en materia de psicología, testimonial, inspección de campo, lo cierto es que, se insiste, no podemos perder de vista que la filiación no es válida establecerla a través de un juicio de alimentos, virtud de que, como se ha manifestado, a fin de que proceda la admisión de la demanda de alimentos hecha valer por el accionante, debe justificar su derecho a recibirlos por parte del presunto deudor alimentista; se insiste y recalca que en el juicio de alimentos no es factible decretar la relación paterno-filial que aduce la parte actora, pues con ello indiscutiblemente se establecería su filiación y haría surgir consecuentemente los derechos hereditarios y de parentesco, lo cual, no es la finalidad del juicio de alimentos, sino únicamente el derecho a recibirlos; máxime si se considera la existencia de un juicio en el que se prevé la acción que compete a quien pretende el reconocimiento de hijo, lo que implica la necesidad de promover un juicio diverso al de alimentos para conseguir su filiación y consecuentemente ese derecho solicitado, por lo que, al intentar ejercer una acción dependiente de otra, es evidente que la subsunción de la acción de mayor trascendencia absorbe a las demás, por ende, la de más trascendencia es la acción de paternidad en la cual va imbíbita la de alimentos, por tanto, ésta no puede absorber la acción de paternidad como aquí pretendió hacerlo el recurrente.

Aunado a lo anterior, tampoco es factible que en el juicio de mérito se tramite la acción de reconocimiento de paternidad, dado que la acción de alimentos se tramita en vía sumaria de controversia, en tanto que dicha acción de reconocimiento de paternidad su trámite es en la vía ordinaria civil, por lo que, cada vía tiene establecido su trámite, siendo que en el juicio ordinario se tiene la oportunidad de preparar una defensa más adecuada dadas las formalidades exigidas y los plazos previstos para el ofrecimiento y recepción de pruebas, en tanto que el trámite de la controversia es un procedimiento más sencillo y breve, de lo que deviene la improcedencia de que en el presente juicio de controversia familiar se tramite una acción que deba seguirse en la vía ordinaria civil.

Por lo que hace al diverso motivo de agravio hecho valer por el quejoso, relativo a que en los 18 años que han transcurrido desde su nacimiento, ha formado una identidad personal propia, como resultado de un libre desarrollo de la personalidad, lo anterior, ante la ausencia de su padre biológico y la falta de reconocimiento de su paternidad ante la Oficialía del Registro Civil en el año de 2002, por lo que, su nombre lleva los apellidos de su madre, es decir “ ELIMINADO ”, por tanto, que atendiendo a lo dispuesto por el artículo 18 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el quejoso tiene los apellidos de su madre, con los que ha formado una identidad personal propia, y que al ser un derecho humano del cual es titular, no le puede ser privado para cumplir con un presupuesto procesal innecesario, como lo puede ser el juicio de reconocimiento de paternidad, para acceder al derecho humano de alimentación, y al cual está obligado su demandado. Que si bien, el derecho a la identidad se ha desarrollado en mayor medida en el caso de los menores de edad, reconociéndose expresamente su estatus como derecho fundamental, el cual puede derivarse tanto el artículo 1° constitucional como de los diversos tratados internacionales que protegen a los derechos de la niñez, sin embargo, no es un derecho exclusivo de los niños, sino que en tratándose de los mismos adquiere mayor relevancia ya que impone al juzgador un especial peso al momento de su ponderación frente a otros derechos. Así, la identidad personal es el resultado conjunto de todas aquellas características que permiten individualizar a una persona en la sociedad, es todo aquello que hace ser “uno mismo y no otro” y se proyecta hacia el exterior, permitiendo a los demás conocer a esa persona y, de ahí, identificarla; que en diversos precedentes la Suprema Corte de Justicia ha establecido que el derecho a la identidad comprende al derecho a tener un nombre, una nacionalidad y una filiación.
Motivo de agravio que deviene infundado, toda vez que, el hecho de que el quejoso  ELIMINADO  no quiere que se modifique su nombre, en virtud de que ha formado una identidad personal propia con su nombre, y con el cual se identifica, como resultado de un libre desarrollo de la personalidad, por lo que no puede obligársele a instar un juicio de reconocimiento de paternidad en contra del señor  ELIMINADO ; ello no es óbice para que promueva dicho juicio de reconocimiento de paternidad, a fin de acreditar su pretensión secundaria o subsidiaria de alimentos, ya que si bien, por regla general ante la procedencia de la acción de reconocimiento de paternidad, en virtud de traer aparejada la filiación paterna, lo ordinario sería la ordenar las anotaciones respectivas en el acta de nacimiento del accionante, es decir, que se le añada el apellido del progenitor, así como el nombre de éste, además el nombre de los abuelos paternos y demás formalidades que deba contener el acta respectiva, ello, de conformidad en lo dispuesto por los artículos 168, 204 y 209 del Código Familiar, y 81, 84 y 86  de la Ley del Registro Civil del Estado; sin embargo, ello no es obstáculo para que promueva dicho juicio de reconocimiento de paternidad, toda vez que de conformidad con lo dispuesto por el ordinal 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establecen que en los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozan de los derechos humanos reconocidos por la Constitución y los Tratados Internacionales en que el Estado Mexicano sea parte, atendiendo al principio pro homine y bajo un ejercicio del control difuso de convencionalidad, a fin de respetar el derecho a la identidad del promovente, ante la eventual procedencia de la acción podrá solicitar al Juez del Conocimiento que prevalezca en el acta de nacimiento su nombre, y solamente anotarse los datos relativos al nombre del padre y de los abuelos paternos; lo anterior, a fin de respetar el nombre con el que se ha venido identificando el peticionante, sin que ello afecte la filiación decretada, produciéndose consecuentemente sus derechos y obligaciones entre el accionante y su progenitor.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis 1a. XXXII/2012 (10a.) emitida en la Décima época por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 1, página 275, Registro digital 2000343, bajo el rubro y texto siguiente: 

“DERECHO HUMANO AL NOMBRE. ES UN ELEMENTO DETERMINANTE DE LA IDENTIDAD. El derecho humano al nombre a que se refiere el artículo 29 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene como fin fijar la identidad de una persona en las relaciones sociales y ante el Estado, de suerte que la hace distinguible en el entorno, es decir, es una derivación integral del derecho a la expresión de la individualidad, por cuanto es un signo distintivo del individuo ante los demás, con el cual se identifica y lo reconocen como distinto. Por tanto, si la identificación cumple con la función de ser el nexo social de la identidad, siendo uno de sus elementos determinantes el nombre, éste, al ser un derecho humano así reconocido es, además, inalienable e imprescriptible, con independencia de la manera en que se establezca en las legislaciones particulares de cada estado.”.


Asimismo, deviene aplicable la propia tesis invocada por el quejoso bajo la voz: “DERECHO A LA IDENTIDAD PERSONAL. EL CONOCIMIENTO DEL ORIGEN BIOLÓGICO DE LA PERSONA TIENE TRASCENDENCIA PSICOLÓGICA Y JURÍDICA PARA EL INDIVIDUO.”, virtud de que, como ya se señaló, en el juicio de paternidad, en el que se realice pronunciamiento respecto del origen biológico del demandante, en cuanto al ámbito jurídico, está ligada a las consecuencias legales que dicha información puede generar.

Finalmente, cabe destacar que la diversa tesis invocada por el recurrente bajo la voz “DERECHOS A LA INTIMIDAD, PROPIA IMAGEN, IDENTIDAD PERSONAL Y SEXUAL. CONSTITUYEN DERECHOS DE DEFENSA Y GARANTÍA ESENCIAL PARA LA CONDICIÓN HUMANA.”, deviene inaplicable, toda vez que, de ninguna forma se le está violentando su derecho a la identidad personal. 
En corolario, este Cuerpo Colegiado considera que en el presente caso al no haber acreditado el vínculo familiar que adujo el quejoso con el demandado, deviene improcedente la admisión de la demanda de alimentos hecha valer por el accionante. 

En mérito de todo lo anterior, y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 974 BIS, del Código de Procedimientos Civiles, al haberse examinado los agravios del recurrente y habiéndose arribado a la consideración de que resultaron infundados por las razones ya expuestas; lo procedente es desechar el recurso de queja que se promueve.

SEXTO. Al no advertirse que la promoción del presente recurso tuvo como finalidad entorpecer el trámite del procedimiento, ni que la parte quejosa se condujo con dolo o mala fe, no se impone la multa a que se refiere el artículo 975 del Código de Procedimientos Civiles.

SÉPTIMO. Publicidad de la resolución

En atención a la circular número 06/2020, de fecha 21 veintiuno de enero del año en curso, signada por la Magistrada Olga Regina García López, en su carácter de Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, se hace del conocimiento de las partes que, en términos de lo dispuesto por el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública, en relación con el diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, hágase del conocimiento de las partes que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto, estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan a una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. Asimismo, con fundamento en lo establecido en los artículos 82 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 1068 del Código de Comercio y 121 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.

          Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 78, 81, 83, 87 y 975 del Código de Procedimientos Civiles, se;

R E S U E L V E

PRIMERO. Este Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado es competente para conocer del presente Recurso de Queja.

SEGUNDO. Los agravios expresados por el quejoso  ELIMINADO , resultaron infundados.

TERCERO. Ante lo infundado de sus agravios, por resultar improcedente se DESECHA el Recurso de Queja interpuesto por  ELIMINADO , en contra del auto pronunciado el 29 veintinueve de junio del presente año, por el Juez Quinto de lo Familiar de esta Capital, el cual negó la admisión de la Demanda planteada en el expediente 1043/2021, relativo a la Controversia Familiar por Otorgamiento de Pensión Alimenticia promovido por el citado quejoso, en contra de  ELIMINADO .

CUARTO. No ha lugar a imponer a la parte quejosa la multa prevista por el artículo 975 del Código de Procedimientos Civiles, atento a los motivos expresados en la parte considerativa del presente fallo.

QUINTO. En términos de lo dispuesto por el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública, en relación con el diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, hágase del conocimiento de las partes que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto, estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan a una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. Asimismo, con fundamento en lo establecido en los artículos 82 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 1068 del Código de Comercio y 121 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.

          SEXTO. Envíese copia certificada de la presente resolución al Juez Quinto del Ramo Familiar con residencia en esta Ciudad Capital, para los efectos legales a que haya lugar, y en su oportunidad archívese el toca donde corresponda.

          SEXTO. Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase.

A S Í, por mayoría de 15 votos a favor de los Señores Magistrados Olga Regina García López, José Armando Martínez Vázquez, Carlos Alejandro Robledo Zapata, Luz María Enriqueta Cabrero Romero, Rebeca Anastacia Medina García, Juan Paulo Almazán Cue, María Manuela García Cazares, María América Onofre Díaz, Armando Rafael Oviedo Ábrego, Silvia Torres Sánchez, Alma Delia González Centeno, Jesús María Ponce de León Montes, Adriana Monter Guerrero, Alejandro Hernández Castillo y Graciela Treviño Rodríguez; y 01 un voto en contra de la Magistrada Ma. Guadalupe Orozco Santiago; lo resolvieron y firman quienes integran el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; siendo ponente el Magistrado Juan Paulo Almazán Cue, actuando con Secretaria General de Acuerdos, Licenciada Ma. del Rosario Torres Mancilla, que autoriza y da fe.
� ARTÍCULO 164 Bis. El derecho a recibir alimentos, y la obligación de darlos, derivados de una resolución judicial que declare la paternidad, será retroactivo al momento del nacimiento de la persona.





